PROPUESTAS PARA LA REFORMA INTEGRAL DE LA ADMINISTRACIÓN    DE JUSTICIA
.

César Humberto Torres Romaní
                          Responsable de la Ejecución del Proyecto Justicia Viva en Trujillo.

El día viernes 5 de este mes se realizó en Trujillo la Audiencia Pública Regional La Libertad – Ancash - Del Santa, organizado por el Poder Judicial y el Acuerdo Nacional por la Justicia, en la que tuvieron destacadas intervenciones en temas relacionados con la Reforma de la Administración de Justicia reconocidos estudiosos del Derecho, representantes de las Universidades, del Pode Judicial, del Ministerio Público, del Gobierno Regional, de los Colegios Profesionales y de la Sociedad Civil, de los Distritos Judiciales mencionados. Considerando que el tema de la Reforma del Sistema de Impartición de Justicia es de vital importancia para el desarrollo de nuestra sociedad y en el afán de propiciar un debate regional sobre el tema, nos permitimos alcanzar a la ciudadanía las propuestas que planteáramos en dicho evento, en la certeza de que las páginas de este prestigioso Diario acogerán gustosas los diversos puntos de vista relacionados con esa problemática,  los que  a su vez servirían como plataforma para que la sociedad civil, convocada por alguno de los organismos representativos de nuestra localidad, haga llegar al Congreso sus planteamientos sobre  la materia. 

Las siguientes propuestas tienen como sustento las conclusiones de las dos reuniones de trabajo con el grupo de referencia local y las conclusiones consensuadas a que se arribaron en la “Semana de la Justicia”, efectuadas en esta ciudad de Trujillo en los meses de Septiembre y Noviembre del 2003, en ejecución del Convenio suscrito entre la Oficina de la Defensoría del Pueblo de Trujillo y el Consorcio Justicia Viva. 
I.- PROPUESTAS RELACIONADAS CON EL PODER JUDICIAL Y EL MINISTERIO PÚBLICO:

1.- Celeridad, transparencia e imparcialidad en la tramitación de los procesos e investigaciones.

2.- Comportamiento ético y ejemplar del Magistrado y sus auxiliares.

3.- Descentralización de los Juzgados y Fiscalías a los lugares donde exista mayor índice de conflicto.

4.- Fortalecer y acrecentar los Juzgados de Paz como mecanismos eficientes de solución de conflictos.

5.- Eliminar las tasas judiciales por constituir una barrera que impide el acceso a la Justicia.

6.- Capacitación permanente de los Magistrados y personal auxiliar en los procedimientos de solución de conflictos y relaciones humanas.

7.- Concientizar a los Magistrados y personal auxiliar, a fin de que entiendan su función como un servicio a la ciudadanía y no como un favor o una mercancía.

8.- Interiorizar en la conciencia de los Magistrados y sus auxiliares el respeto a la persona humana como fin supremo de la Sociedad y del Estado.

9.- Asignar presupuesto y recursos suficientes, sobre la base de planes y metas claramente definidas, cuyo cumplimiento y ejecución deberá ser evaluado anualmente, premiándose la calidad y eficiencia.

10.- Implementar la Carrera Judicial y Fiscal basándose en criterios de idoneidad, capacidad, asertividad en la solución de conflictos y eficiencia en la labor cumplida, con participación a la Sociedad Civil.

11.- Consolidar la permanencia en el cargo sobre la base de idoneidad, asertividad, eficiencia, transparencia y legitimación social del Magistrado. El ascenso deberá ser un estímulo y reconocimiento a la buena labor desempeñada. 

12.- El control del desempeño funcional de los Magistrados debe estar a cargo de un organismo descentralizado y autónomo, ajeno al Poder Judicial y al Ministerio Público, con participación de la Sociedad Civil.

II.- PROPUESTAS RELACIONADAS CON LA CARGA PROCESAL: 

1.- Implementar mecanismos inmediatos y eficientes para descongestionar la carga procesal, descentralizando las sedes de los Juzgados y Fiscalías de acuerdo  con la incidencia geográfica de conflictos.

2.- Reestructurar la competencia territorial de los Juzgados y Fiscalías sobre la base de la realidad geográfica y los medios de comunicación. 

3.- Al estar deslegitimado el Sistema de Administración de Justicia por la alta desaprobación ciudadana, es necesario y urgente implementar nuevos sistemas eficientes y modernos, que respondan a los anhelos de Justicia con prontitud y eficacia, comprometiendo la participación de la sociedad civil. 

4.-  Separar el proceso penal en dos etapas: La investigación a cargo del Ministerio público con el auxilio de la ciencia y la tecnología y el juzgamiento a cargo del Magistrado Jurisdiccional con la participación de la sociedad civil.

5.- Impulsar la Conciliación como una alternativa de solución de conflictos e implementarse mecanismos eficientes y oportunos de supervisión del funcionamiento de los Centros de Conciliación. 

III.- PROPUESTAS RELACIONADAS CON EL CUMPLIMINETO DE SENTENCIAS:

1.- Celeridad, oportunidad y eficiencia en la aplicación de sanciones a los infractores de la ley e  imposición de adecuada y efectiva reparación civil.

2.- Eliminación del Sistema de acumulación de penas, que permite la impunidad y acrecienta la inseguridad ciudadana.

3.- Implementar de manera urgente mecanismos con el soporte humano, material y administrativo adecuado que permitan reducir el número de internos sin sentencia. 

4.-  Implementar establecimientos y tratamiento penitenciario especiales para delincuentes de alta peligrosidad.

5.-   Coordinar con los Gobiernos Locales y Regionales la participación de los sentenciados en trabajos que beneficien a la comunidad, asegurando con parte del salario el pago de la reparación civil y su manutención. 

IV.-  PROPUESTAS RELACIONADAS CON LA POLICIA NACIONAL:

1.- Implementar la Policía especializada en la investigación del delito y tratamiento de las denuncias por Violencia Familiar, como institución subordinada a la Fiscalía de La Nación.

2.- Implementar mecanismos de formación policial que permitan que este funcionario sea paradigma de valores y no un personaje que se aprovecha de la función para el lucro y el chantaje.

3.- Implementar mecanismos de vigilancia ciudadana sobre el comportamiento ético y funcional de los miembros de la Policía.

4.- Dotar de mecanismos de apoyo a la función policial, en base a la eficiencia de la labor desempeñada (locales adecuados, vehículos, medios de comunicación, entre otros).

5.- Implementar mecanismos de reconocimiento público a la eficiente y honesta función policial.

6.- Dotar de presupuesto suficiente que permita el pago de un salario acorde con la función desempeñada, así como recompensas,  estímulos y seguros que protejan a los familiares de cualquier contingencia como consecuencia del cumplimiento del deber.

7.- Implementar cursos de capacitación que contribuyan al desempeño técnico y científico de la función policial; así como de los recursos logísticos necesarios (laboratorios, vehículos, recursos informáticos y mobiliario adecuado, entre otros). 

V.- PROPUESTAS RELACIONADAS CON EL ROL DE LA UNIVERSIDAD:

1.- Teniendo en cuenta que las Universidades juegan rol importante en la formación de los Abogados, es necesaria la Reforma Integral de los planes de estudio, a efectos de que éstos respondan a la realidad nacional, poniendo especial cuidado en la formación ética y moral.

2.- Las  universidades deben implementar programas de formación para Magistrados y auxiliares jurisdiccionales.

3.- Las Universidades deben incluir en sus planes de estudios cursos obligatorios sobre derechos humanos.

4.- Las Universidades deben ser conscientes del rol que les compete en la formación de profesionales, evitando la masificaciòn, especialmente en el campo del Derecho.

REFLEXIONES FINALES:

En el control del desempeño funcional de los magistrados y servidores del sistema de impartición de justicia, deben participar también personas de diversas entidades que no integren el Poder Judicial. La sociedad debe participar en el sistema de impartición de justicia. 


El hombre es origen de conflicto o de paz, su formación debe ser consecuente con un ordenamiento respetuoso de la dignidad humana y la justicia. Su educación debe fundarse en valores y el culto a la paz. Es prioritaria la tarea de consolidar la familia, combatir la pobreza, el desempleo y la violencia; fijar como objetivo nacional la honradez, la responsabilidad, el respeto mutuo, la solidaridad, entre otros valores. 


Tal vez resulte ingenuo preguntarse, cuales son las canteras de los Magistrados del Poder Judicial, el Ministerio Público, el Tribunal Constitucional, el Consejo Nacional de la Magistratura, la Academia de la Magistratura y otros profesionales que tienen importantísima rol en la impartición de justicia? ... la respuesta es obvia: la Universidad, en consecuencia, a ella le corresponde rol preponderante y debe ponerse a la altura de la demanda de la sociedad en la forja de profesionales comprometidos con la justicia y  la honestidad... ¡no a las fábricas masivas de profesionales egoístas y alejados de la realidad nacional!.


El poder del sistema de impartición de justicia, no radica en su capacidad de coerción o autoritarismo, sino en el poder moral que emana de su digna, correcta, predecible, transparente y justa actuación.

 El poder del Poder Judicial no radica en su poder de ordenar, imponer, encarcelar, desencarcelar, embargar y otros atributos, sino en el respeto y aceptación de su actividad jurisdiccional por parte de la sociedad. La justicia no se cambia ni se negocia, es un valor inmutable, se cultiva, debe ser una forma de vida.

La reforma del servicio de impartición de justicia debe comprender al Ministerio Público, el Poder Judicial, el Tribunal Constitucional, la Academia de la Magistratura, el Consejo Nacional de la Magistratura, la Policía Nacional y la Universidad.

� Estas propuestas fueron presentadas en forma pública en la Audiencia Pública Regional del Acuerdo Nacional por la Justicia en la ciudad de Trujillo, el día 5 de marzo, en el Auditorio de la Universidad Privada Antenor Orrego.
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